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MAGISTRATVS QVI IVRE DICVNDO PRAEERVNT: 
THE ADMINISTRATION OF JUSTICE IN THE 
ROMAN COLONIES AND MUNICIPALITIES

RESUMEN: Es sabido que una de las atribucio-
nes principales de los colegios de magistrados su-
periores de las comunidades cívicas romanas era la 
administración de la justicia; sin embargo, la his-
toriografía ha dedicado una mayor atención a otras 
competencias, como por ejemplo la construcción y 
los arrendamientos públicos, ya que han dejado una 
mayor huella documental epigráfica. Por ello, el ob-
jetivo de este trabajo es presentar una visión gene-
ral sobre la función jurisdicente de los magistrados 
locales romanos y analizar su significación histó-
rica en la vida pública de la ciudad dentro del marco 
de la autonomía municipal reconocida por Roma.
PALABRAS CLAVE: Iurisdictio; orden público; 
legislación municipal romana; Italia romana; pro-
vincias romanas.

ABSTRACT: It is known that one of the main 
powers of the colleges of high magistrates of the 
Roman towns was the administration of justice; 
however, historiography has devoted more atten-
tion to other competences such as building and 
public leases, since they have left a greater ep-
igraphic evidence. Therefore, the aim of this 
paper is to present an overview of the jurisdic-
tional power of Roman local magistrates and to 
analyse their historical significance in the public 
life of the city within the framework of the munic-
ipal autonomy recognised by Rome.

KEYWORDS: Iurisdictio; public order; Roman 
municipal law; Roman Italy; Roman provinces.
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La gestión autónoma de la justicia es uno de los principales elementos que defi-
nen la idea de autogobierno. La capacidad de “declarar o decir lo que es derecho”, 
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es decir, ius dicere –expresión de la que se deriva el término iurisdictio– es la que 
determina el correcto funcionamiento de una verdadera comunidad cívica. Roma 
era consciente de que su propio derecho era uno de los fundamentos de la maies-
tas populi Romani, de ahí que quisiera mantener centralizada su aplicación, tal 
y como se manifiesta en el envío de prefectos a las colonias y municipios roma-
nos anteriores a la Guerra de los Aliados1. De hecho, cuando Roma quería ata-
car verdaderamente la autonomía de una ciudad, lo hacía con la supresión de su  
iurisdictio, como se observa en Anagnia en el 306 a. C. con la reducción ad sacra 
de sus magistrados2.

La enorme importancia de la administración de la justicia se vuelve a evi-
denciar tras el Bellum Sociale, puesto que uno de los principios rectores del pro-
ceso de municipalización fue el reconocimiento de la potestad jurisdicente a los 
nuevos magistrados municipales, tal y como evidencian los colegios de IIviri y 
IIIIviri iure dicundo creados en las colonias y municipios romanos. No obstante, 
esto no supuso de ningún modo una novedad radical porque la administración de 
la justicia fue casi siempre una función inherente a la magistratura superior, ya 
que sus titulares, en su condición de máximos dirigentes de la comunidad, de-
bían velar por el buen desarrollo del gobierno y de la vida pública, para lo que era 
esencial la impartición de justicia. En efecto, esta práctica no fue sólo exclusiva 
de Roma en la que el pretor o el cónsul podían recibir el nombre de iudex3, sino 
también del resto de pueblos de la península itálica. De hecho, el título de med-
dix, el magistrado superior por excelencia de las poblaciones osco-sabélicas de la 
Italia prerromana al atestiguarse desde el siglo IV al I a. C., podía significar eti-
mológicamente “el que ejerce la justicia” o “el que manifiesta la ley”, es decir, era 
equivalente al latino magistratus4 y, por tanto, no es de extrañar que al latinizar 
este cargo se tradujera con frecuencia como praetor5.

Esta tradición explica que, siguiendo a Cicerón, la vis (“esencia”) de la magistra-
tura fuera gobernar y prescribir lo que es recto, útil y concorde a las leyes, a lo que 
el arpinate añadió que “el magistrado es una ley que habla y, a su vez, la ley es un 

1  Sobre el sistema de las prefecturas y la administración de la justicia en las comunidades del ager 
Romanus antes del Bellum Sociale vid. Humbert 1978: 355-402; Gallo 2018: 17-63.

2  Liv. 9.43.24.
3  Liv. 3.55.11-12; Cic. leg. 3.3.8; Varro ling. 6.88. Sin embargo, como afirmó Mommsen (1893: 87), 

este título no se atestigua en el resto de las ciudades del Lacio, e incluso en la propia Roma era extraño. 
Por ello, dedujo que cuando el magistrado superior lideraba al ejército recibía el nombre de praetor y 
el de iudex cuando actuaba en el ámbito civil. Por el contrario, De Martino (1958: 346) consideró que, 
tras la creación de la máxima magistratura republicana del consulado en el 367 a. C., el título de iudex 
se utilizó para distinguir únicamente al tercer magistrado superior encargado especialmente de la ad-
ministración de la justicia (el pretor), mientras que el nombre de praetores se dejó para denominar a 
los cónsules.

4  Fest. 110 L: Meddix, apud Oscos, nomen magistratus est. Ennius: «Summus ibi capitur meddix, 
occiditur alter». En cambio, para Devoto (1951: 257) y Cappelletti (2011: 327 n. 16) se corresponde con 
iudex.

5  Rosenberg 2011 [1913]: 21, 23; Salmon 1967: 84-85; Humbert 1978: 292: Letta 1979: 37-41.
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magistrado mudo”6. Esta última afirmación se refiere de manera clara a la iurisdic-
tio, es decir, a la capacidad jurisdicente que poseían los magistrados cívicos romanos, 
ya que estos últimos fueron los principales responsables de velar por el manteni-
miento de la justicia al ser ellos los que dictaminaban y aplicaban la ley ante el pue-
blo. En consecuencia, esta función jurisdicente está además unida a la conservación 
del orden público porque, según el pensamiento clásico, la iustitia es equidad y mode-
ración, es decir, dar a cada uno lo suyo. Así lo expresó, de hecho, Cicerón al declarar 
que “la justicia es un estado mental que preserva los intereses de la comunidad y ga-
rantiza a cada uno lo que merece”7. Por tanto, la justicia es el pilar de toda sociedad, la 
“señora y reina de todas las virtudes” en palabras del propio arpinate8, por lo que ésta 
se convierte en un valor primordial para todo aquel que ejerza una autoridad y tenga 
una responsabilidad pública, como por ejemplo un magistrado cívico9.

Esta idea filosófica acabó incluso adquiriendo dimensión legal, como lo 
vemos manifestado por el jurista Ulpiano en el siglo III d. C., quien definió la 
justicia como “la constante y perpetua voluntad de dar a cada uno su derecho”10. 
De este modo, la noción clásica de la iustitia no se expresa ya sólo como una vir-
tud personal, sino que también se encuentra indisolublemente asociada al ius; es 
decir: sin derecho no puede haber justicia porque es él el que determina cuál debe 
ser el correcto comportamiento del individuo y lo que merece en consecuencia.

Por otra parte, esta doctrina no es exclusiva del mundo romano, sino que se ha-
llaba ya presente en la Grecia clásica, concibiendo Aristóteles la justicia como el 
“estado productivo de igualdad o distributivo de lo igual”11, o bien como “la virtud 
por la que cada uno tiene lo suyo y conforme a la ley”12. En este sentido, la práctica 

6  Cic. leg. 3.1.2: Videtis igitur magistratus hanc esse vim ut praesit praescribatque recta et utilia 
et coniuncta cum legibus. Vt enim magistratibus leges, ita populo praesunt magistratus, vereque dici  
potest, magistratum esse legem loquentem, legem autem mutum magistratum.

7  Cic. inv. 2.160. Esta idea se repite varias veces en su obra, pues en otro lugar declaró que “la jus-
ticia manda respetar a todos, proveer por el género humano, dar a cada uno lo suyo, no tocar lo sagrado, 
lo público y lo ajeno” (Cic. rep. 3.24). No obstante, esta concepción no debe entenderse como algo exclu-
sivo de Cicerón, sino como un reflejo del pensamiento de la época, puesto que el autor desconocido de 
la Retórica a Herenio de principios del siglo I a. C. afirmó que “la justicia es la equidad que a cada cosa 
otorga en derecho aquello que merece según sus méritos” (Rhet. Her. 3.2.3). Sobre el significado de estas 
virtudes en la política romana de época republicana vid. Hellegouarc’h 1963: 265-267.

8  Cic. off. 3.28: Iustitia enim una virtus omnium est domina et regina virtutum. Asimismo, en otro 
pasaje el arpinate afirmó que la iustitia y la liberalitas son las dos partes del principio que mantiene la so-
cietas hominum y que permite la existencia de una vida comunitaria, siendo la justicia “en la que el brillo 
de la virtud es el mayor que cabe y por la que los varones reciben el nombre de buenos” (Cic. off. 1.20).

9  Hellegouarc’h 1963: 265. Por ello, Cicerón (leg. 3.3.6; 3.3.10) señaló que la toma de auspicios y la 
administración de la justicia son los dos deberes esenciales de los magistrados, incluso de los de rango 
inferior, aunque estos últimos con una jurisdicción delimitada para ciertos asuntos (vid. infra el caso de 
los ediles, por ejemplo).

10  Dig. 1.1.10pr: Iustitia est constans et perpetua voluntas ius suum cuique tribuendi.
11  Arist. Top. 143a.15.
12  Arist. Rh. 1366b.9-10. En este mismo pasaje se citan como otras partes de la virtud la valentía, la 

moderación o la liberalidad, los mismos valores que aparecen mencionados por Cicerón (off. 1.20) o por 
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de la justicia (δικαιοσύνη en griego, que se deriva del término δίκη, que significa 
“costumbre, orden, justicia”) se convierte en la garante de la armonía de la ciudad, 
por eso el estagirita responsabilizó de su vigilancia al magistrado (ἄρχων) porque 
“es el guardián de la justicia, y si de la justicia, también de la igualdad”13.

Así pues, conforme a este pensamiento, se justifica plenamente que la admi-
nistración de la justicia fuera una atribución característica de la magistratura cívica 
superior. Así lo corrobora la propia denominación de IIvir o IIIIvir iure dicundo, o 
bien la legislación municipal, como se expresa en el capítulo 94 de la lex Coloniae 
Genetivae Iuliae que dice explícitamente que “nadie en esta colonia ejerza la juris-
dicción y que no sea de nadie la jurisdicción, a no ser los duunviros o aquél que el 
duunviro haya dejado como prefecto o el edil”14. Como se puede comprobar, este 
mismo pasaje reconoce capacidad jurisdiccional a los ediles, al igual que sucede en 
el capítulo 19 de la lex Irnitana: “tendrán jurisdicción y facultad de dar y conceder 
juez y recuperadores conforme a la presente ley para aquellas causas y personas 
para las que tienen jurisdicción los duunviros hasta 200 sestercios”15. No obstante, 
esta iurisdictio edilicia era inferior a la duunviralicia, como revela esta limitación 
de 200 frente a la de 1.000 sestercios de los duunviros, por lo que los ediles trami-
tarían casos de muy escasa importancia con el fin de aliviar la carga de trabajo del 
colegio de magistrados superiores para que no tuvieran que perder el tiempo en ex-
ceso con litigios menores16. Además, la mayor parte del texto de los estatutos mu-
nicipales responsabiliza siempre a los duunviros de la administración de la justicia, 
como por ejemplo el de la lex Irnitana en el capítulo 86 sobre la elección y publi-
cación de los nombres de los jueces, en el 89 acerca de la designación de jueces y 

el autor anónimo de la Retórica a Herenio (3.2.3). Por tanto, el concepto romano de iustitia bebió, sin 
duda, de la filosofía aristotélica, pero también del platonismo para el que la justicia era la función más ex-
celente del alma (Pl. R. 352c-d) y lo primero que se debía buscar en el nacimiento de la polis (Pl. R. 368a), 
puesto que el Estado bueno ha de ser sabio, valiente, moderado y justo (Pl. R. 427e). De igual modo, en 
el diálogo apócrifo del Minos se identifica la justicia (δικαιοσύνη) con la ley (νόμος) (Ps.-Pl. Min. 314d), 
siendo los reyes y los “hombres buenos” (ἄνδρες ἀγαθοί) los que deben encargarse de gobernar las ciu-
dades y de elaborar las normas para su administración (Ps.-Pl. Min. 317a-b).

13  Arist. EN 1134b: ἔστι δ᾽ ὁ ἄρχων φύλαξ τοῦ δικαίου, εἰ δὲ τοῦ δικαίου, καὶ τοῦ ἴσου.
14  LCGI 94 (traducción de González 1996: 33).
15  Lex Irn. 19 (traducción de D’Ors - D’Ors 1988: 12).
16  El citado capítulo 19 de Irni ha generado cierta controversia porque resulta contradictorio con el 

84 de la misma ley, en el que se dice que la jurisdicción de los ediles llega hasta los 1.000 sestercios. Esto 
llevó a algunos autores como Lamberti (1993: 53) a pensar que se trató de un error del lapicida, que de-
bería haber grabado ∞ (mille) en lugar de CC. Sin embargo, coincidimos con Andrés Santos (1998: 168) 
al señalar que también sería posible que el fallo del copista se hubiera producido en el capítulo 84, ade-
más de que resulta bastante factible que esta cantidad de 200 sestercios estuviera adaptada a la realidad 
irnitana. Otros investigadores como D’Ors y D’Ors (1988: 12 n. 1) y Wolf (2000: 55-56) propusieron que, 
si las dos partes litigantes se ponían de acuerdo y querían someterse a la jurisdicción edilicia, se podría 
superar esta cuantía de 200 sestercios hasta un límite de 1.000, de este modo no habría ninguna equi-
vocación en la redacción de los capítulos 19 y 84. En cualquier caso, como indicó Le Roux (1991: 109), 
el objetivo de extender la capacidad jurisdicente a los ediles habría sido el de descargar de trabajo a los 
duunviros cuando hubiera mucha actividad judicial. Para mayor detalle sobre la iurisdictio de los ediles 
vid. Andrés Santos 1998; Pérez Zurita 2011: 239-242.
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recuperadores o en el 90 sobre la comparecencia a juicio al tercer día (intertium), 
ya que el texto de estos apartados específicos no menciona en absoluto a los ediles, 
sino tan sólo a los duunviros. De hecho, en varios lugares de la lex Irnitana se em-
plea la expresión IIvir qui iure dicundo praeerit17, es decir, “el duunviro que está 
al frente de la jurisdicción”, lo que significa que la iurisdictio era inherente a este 
cargo, siendo la principal parcela de poder que el gobierno romano confería a los 
máximos dirigentes locales18. Fue tal la asociación de esta magistratura con la fun-
ción jurisdicente que el término de IIvir acabó siendo sinónimo del ejercicio de la 
iurisdictio, así lo demuestran los títulos atestiguados de praefectus IIvirali potes-
tate en varias colonias y municipios romanos19, de aedilis duumvirali potestate en 
Nomentum20, o bien de VIIIvir IIvirali potestate en Nursia21.

No debe caerse en el error de pensar que la administración de la justicia im-
plicaba principalmente el juzgamiento de un caso, ya que en el mundo romano el 
magistratus tenía una labor distinta a la del iudex, como establece el proceso formu-
lario, que era el mecanismo judicial que se aplicaba de forma general en los munici-
pios22. Según las reglas de este procedimiento, el pleito se desarrollaba en dos fases: 
la primera, llamada in iure, tenía lugar ante el magistrado que se encargaba de ad-
mitir, introducir y preparar una causa23, es decir, de plantear una controversia para la 
que asignaba un juez24; así se abría la segunda fase, apud iudicem, que constituía el 
juicio propiamente dicho en el que las dos partes disputaban y aportaban sus razo-
nes y pruebas en presencia del iudex, arbiter o de los recuperatores en función del 
caso. Sin embargo, estos últimos no tenían iurisdictio porque su prerrogativa de juz-
gar y emitir una sentencia (iudicatio) emanaba del magistrado, siendo este último el 
que por medio de la formula escrita fijaba los términos del litigio en la instrucción 

17  Lex Irn. 25, 31, 44, 63, 65, 66, 77, 86.
18  Un derecho concedido, pero no delegado por el pueblo romano como entendió Langhammer 

(1973: 73). En efecto, siguiendo a García Fernández (1995: 151-152), en el Digesto (1.21.5pr) se recoge 
que aquel que ejerciera la jurisdicción por delegación, no podía delegarla en ningún otro sujeto, lo que se 
comprueba en la norma relativa al praefectus pro IIviris (lex Irn. 25), puesto que este último no podía de-
legar en otra persona las facultades que le habían sido confiadas por el duunviro que se tenía que ausen-
tar. Por tanto, los municipios disfrutaban de una iurisdictio propia, aunque obviamente delimitada por la 
de los (pro)magistrados romanos.

19  Alexandreia Troas (IK 53, 135 = AE 1996, 1432); Berytus (ILS 9491); Corduba (CIL II2/7, 304); 
Obulco (CIL II2/7, 125); Fabrateria Nova (CIL X, 5584).

20  CIL XIV, 3955.
21  CIL IX, 4545; 4547; 4550; XI, 5006.
22  Simshäuser 1989: 638; Le Roux 1991: 112; Andrés Santos 1998: 169.
23  Así lo define claramente la LCGI 102 cuando dice IIvir qui h(ac) l(ege) quaeret iud(icium) exer-

cebit (“que ningún duunviro que, según esta ley, indague una causa o instruya un juicio”), o bien la lex 
Irn. 84 al establecer IIvir(i) qui ibi i(ure) d(icundo) praeerit iuris dictio, iudicis arbitri / recuperatorum 
ex i(i)s qui ibi propositi erunt, iudici datio / addictio (“tenga el duunviro que allí presida la jurisdicción, 
la jurisdicción y la facultad de dar y asignar el juez, árbitro o recuperadores, entre aquellos que allí figu-
ren en la lista de jueces, y el juicio”).

24  Aunque hay algunas excepciones como, por ejemplo, en el juicio de indignidad de un decurión, pues 
la LCGI 105 estipula que “el duunviro, que deba ejercer su jurisdicción, instruya la causa y emita sentencia”.
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del caso y el que designaba al juez25. Este nombramiento se hacía entre aquellos que 
figuraban en el album iudicum, es decir, la lista de jueces que era otra de las gran-
des responsabilidades que formaban parte de la iurisdictio de los magistrados mu-
nicipales superiores. De acuerdo con el capítulo 86 de la lex Irnitana, los duunviros 
debían elegir en los cinco primeros días de su mandato a los iudices entre los de-
curiones, por un lado, y entre los munícipes de nacimiento libre, por otro. Una vez 
culminada esta tarea, el duunviro debía publicar en tablas el album iudicum ante su 
tribunal para que toda la ciudadanía pudiera consultar con facilidad esta lista desde 
la calle. Esta prerrogativa confería un poder muy importante a los duunviros porque 
les permitía controlar en gran medida la administración de la justicia en el ámbito 
local en todas sus fases, puesto que los litigios iban a ser examinados y las sentencias 
dictaminadas por esos iudices nombrados por los propios magistrados iure dicundo, 
por lo que estos últimos procurarían escoger de forma preferente a notables afines o 
clientes suyos26. Aunque el texto irnitano indica que este album debía ser aprobado 
por el gobernador provincial, en la práctica los duunviros debieron disfrutar de una 
gran libertad para llevar a cabo esta elección, especialmente en comunidades cívi-
cas pequeñas como Irni en las que el gobernador no prestaría tanta atención27, o bien 
en las ciudades de Italia donde no existía esta figura provincial.

Como es obvio, esta iurisdictio de los magistrados municipales, fundamen-
tada en la respectiva lex municipalis que reconocía sus derechos, se desarrollaba 
dentro de unos márgenes precisos: los procesos judiciales no podían lógicamente 
extenderse más allá de los confines del territorio de la comunidad, ni tampoco 
superar una cuantía determinada28. El límite del importe de los litigios que entra-
ban dentro de la iurisdictio de los magistrados podía variar de un lugar a otro, ya 
que la lex de Gallia Cisalpina fijaba unos 15.000 sestercios; el fragmento Atesti-
num unos 10.000 sestercios; la lex Irnitana unos 500 y 1.000 sestercios; y la lex 
Malacitana unos 1.000 sestercios29. Aunque en ciertos casos podía superarse esta 

25  Torrent 1970: 82. Sobre la jurisdicción local y el proceso formulario a raíz de los estatutos locales 
vid. Johnston 1989; Rodger 1989; Simshäuser 1989; Lamberti 1993: 139-199; Wolf 2000.

26  Cf. Jacques 1990: 144. De hecho, como señaló Le Roux (1991: 110), la elaboración del album iu-
dicum podía ser una oportunidad muy interesante para que las distintas facciones que conformaban el 
ordo decurionum calibraran su peso político.

27  Cabe recordar, por ejemplo, la gran cantidad de municipios que debió existir en la provincia Bé-
tica, por lo que el procónsul no tendría cada año la capacidad ni el interés de examinar con detalle el 
album iudicum de cada ciudad y, por tanto, centraría su atención en las urbes más importantes como la 
propia Corduba o las capitales conventuales, por ejemplo.

28  En efecto, los magistrados locales tan sólo podían ejercer su jurisdicción sobre los habitantes que 
se hallaban dentro del término municipal. Así lo manifiesta la legislación flavia cuando usa la expresión 
municipe incolave eius municipi con relación a las cuestiones judiciales de la comunidad (Lex Irn.-Mal. 
69; Irn. 71, 84). Esto mismo se corrobora en Sículo Flacco (98.8 Th) cuando dice intra quarum fines sin-
gularum coloniarurn aut municipiorum magistratibus iuris dicendi cohercendique est libera potestas, o 
bien Paulo en el Digesto (2.1.20) cuando establece que es lícito desobedecer a todo aquel que administre 
justicia más allá de los límites de su territorio, así como de la cantidad establecida para su jurisdicción.

29  La diferencia de estas cuantías máximas se explicaría según la importancia de cada ciudad o re-
gión, fijándose quizás las sumas en el momento de concesión de la lex data. Cf. Wolf 2006: 234; Sisani 
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suma tras acuerdo de las dos partes litigantes, los pleitos que fueran más allá 
de estos máximos debían ser remitidos en Italia al tribunal del pretor urbano de 
Roma, o bien en las provincias al del gobernador. Por tanto, a pesar de la autono-
mía del autogobierno municipal, los magistrados locales poseyeron, en realidad, 
una jurisdicción menor y ciertamente restringida, pues las causas más impor-
tantes siguieron siendo competencia de las más altas autoridades romanas30. De 
hecho, es bastante sintomático que en la lex Irnitana el siguiente capítulo al 84 
sobre los asuntos en los que hay jurisdicción en el municipio sea el relativo a la 
obligatoriedad de los magistrados de tener expuesto al público el edicto del go-
bernador provincial y que la iurisdictio se ejerciera de acuerdo con él –en el caso 
de Italia, se trataría del edicto del pretor de Roma31–, lo que refleja con claridad el 
carácter inferior y subordinado de la jurisdicción municipal.

Otra limitación de la iurisdictio local se hallaba en el ámbito penal, pues 
las fuentes jurídicas reconocen básicamente una potestad coercitiva a los ma-
gistrados municipales. De hecho, no tenían ninguna capacidad de torturar o de 
condenar a muerte, ya que esto era prerrogativa exclusiva de los magistrados 
cum imperio romanos32. No obstante, las leges libitinariae campanas de Pu-
teoli y Cumae, datadas en época augustea33, facultaban a los magistrados loca-
les a condenar a muerte a los esclavos. En concreto, la lex libitinaria Puteolana 
establece:

Cada vez que el magistrado ordene públicamente el suplicio, así lo 
hará; y siempre que se ordene, (el contratista libitinario) estará preparado 
para realizar el suplicio, levantar las cruces, y el contratista (el redemp-
tor) proporcionará gratuitamente los clavos, la brea, la cera, las velas y 
todo lo que sea necesario para esa actividad…34

2016: 17-18. Esto último podría corroborarse quizás a partir de tres fragmentos de un estatuto municipal 
flavio donde se observa que hay un espacio en blanco en el hueco para los límites de valor para los juicios 
sobre fondos comunes (Fernández 1991: 126), mientras que los homólogos capítulos 69 de las leges Ir-
nitana y Malacitana establecen 500 y 1.000 sestercios, respectivamente. Por tanto, este testimonio, bien 
fuera un modelo para la redacción, bien fuera un ejemplar definitivo para compilar los datos de un deter-
minado municipio, demuestra que los términos de la jurisdicción de los magistrados locales dependían 
de la entidad de sus respectivas comunidades.

30  Sobre los límites de la jurisdicción de los magistrados locales vid. Torrent 1970: 161, 188-190; 
Laffi 1988; Wolf 2006; Lamberti 2016.

31  Lex Irn. 85.
32  De Martino 1975a: 714-716; Nippel 1995: 5-12. A este respecto, Sículo Flacco (98.8 Th) dice que, 

dentro de los confines municipales, “los magistrados de cada colonia o municipio tenían plena capacidad 
de administrar justicia y de aplicar medidas coercitivas” (traducción de M. J. Castillo Pascual). 

33  Camodeca 2004: 87-88, 91-92.
34  AE 1971, 88 = EDR 075111, col. II, ll. 11-13: Quot(iens) supplic(ium) magistrat(us) public(e) sumet 

ita imperat(o) quotienscumq(ue) imperat(um) er(it), praestu esse su/plicium sumer(e) cruces statuere 
clavos picem ceram candel(as) quaeq(ue) ad eas res opus erunt red(emptor) / gratis praest(are) d(ebeto). 
Hemos seguido la traducción italiana de Castagnetti 2012, 26. Sobre estos supplicia y las penas capitales 
vid. Bove 1966; De Martino 1975b; Castagnetti 2012: 49-114; 2016.
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En esta misma línea, otros testimonios literarios también mencionan la apli-
cación de penas capitales por parte de los magistrados locales. Entre los nume-
rosos relatos sobre la huida de Cayo Mario de las tropas de Sila en el 88 a. C., las 
versiones de Veleyo Patérculo y de Plutarco narran que Mario fue descubierto en 
los pantanos de la colonia de Minturnae, donde lo entregaron a los duunviros que 
lo condujeron a la cárcel de la ciudad35. Tras reunirse, los magistrados y decurio-
nes minturnenses decidieron ejecutar sin demora la condena de muerte impuesta 
a Mario desde Roma y, para ello, enviaron a un esclavo municipal de origen cim-
brio36. En este mismo lugar, durante las proscripciones del segundo triunvirato, el 
consular Varus37 fue atrapado en una batida de los habitantes de Minturnae por la 
zona pantanosa en busca de ladrones. Este senador se declaró a sí mismo como un 
bandido y fue sentenciado a muerte. Sin embargo, al disponerse también los min-
turnenses a torturarlo para que revelara la ubicación de sus cómplices, Varus des-
veló su propia identidad porque no podía soportar esta afrenta al haber sido un 
antiguo cónsul, así que pidió que fuera ajusticiado por alguien de su mismo rango38.

Según M. Cébeillac-Gervasoni, estas dos anécdotas de Minturnae podrían 
confirmar la facultad de los magistrados locales de torturar y de aplicar penas ca-
pitales39. No obstante, esta deducción resulta bastante apresurada, ya que hay que 
tener en cuenta el contexto histórico excepcional en el que se enmarcan ambos 
episodios. Durante las proscripciones de Sila y del segundo triunvirato, todo 
aquel cuyo nombre fuera incluido en la lista de enemigos públicos se veía despo-
jado de la ciudadanía romana y todos sus bienes eran confiscados, permitiéndose 
que cualquiera pudiera acabar con la vida del proscripto y ser incluso recompen-
sado por ello40. Al perder el derecho de ciudadanía, las víctimas de estas perse-
cuciones se veían desprovistas de protección legal, lo que habría permitido a las 
autoridades locales ejecutar estos castigos que no eran otra cosa sino el cumpli-
miento de lo que había sido mandado desde Roma.

La condena a muerte de Varus cuando se creía que era sólo un bandido quizás 
podría entenderse en función de las responsabilidades de los magistrados municipa-
les como garantes del orden público en las comunidades cívicas de Italia, donde no 
había tropas estacionadas, a excepción de las guarniciones de Roma41. A tal fin, los 
duunviros contaban con dos lictores y esclavos públicos como reflejan los estatutos 
municipales42, quienes podrían ser utilizados como brazo ejecutor para realizar las 
oportunas detenciones y mantener la paz en situaciones de conflicto. Así se observa 

35  Vell. 2.19.2; Plu. Mar. 38.2-3.
36  Plu. Mar. 39.
37  Sobre la identidad de este personaje, quizás Sex. Quinctilius Varus, pretor del 57 a. C., vid. Hi-

nard 1985: n.º 100, 509-510.
38  App. BC 4.28.
39  Cébeillac-Gervasoni 1998: 92.
40  Sobre el procedimiento seguido durante las dos proscripciones vid. Hinard 1985: 17-66, 227-257.
41  Nippel 1995: 103; Rodríguez Neila 2013: 218; 2021: 111-112.
42  LCGI 62; lex Irn. 78.
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con claridad en varios pasajes de la Metamorfosis de Apuleyo: en la ciudad de Hí-
pata el protagonista Lucio es acusado de un triple asesinato, por lo que los magis-
trados y los ayudantes que los acompañaban irrumpen con fuerza en el alojamiento 
donde se encontraba Lucio y ordenan a los lictores que lo detengan43. Otro episodio 
es el de la búsqueda de un hortelano, uno de los dueños de Lucio, porque se había 
peleado con un legionario al que vapuleó. Cuando los magistrados dan con el refu-
gio donde se escondía el agresor, éstos mandan a los lictores y otros agentes públicos 
que registren minuciosamente el lugar. Cuando estos últimos dan con el fugitivo, lo 
llevan ante la presencia de los magistrados y luego es conducido al calabozo44.

Por otra parte, los lictores eran, a su vez, un símbolo de la propia autoridad 
y poder coercitivo que representaban los magistrados superiores. Así se observa 
en la tumba del ostiense C. Cartilius C. f. Poplicola, que fue ocho veces duun-
viro, por lo que en la fachada de su monumento funerario aparecen dos grupos 
de ocho fasces45. Estas últimas estaban compuestas por varas atadas con cintas de 
cuero rojo formando un cilindro que rodeaba un hacha –eliminada dentro del po-
merium–. Este haz de lictores simbolizaba la potestad jurisdicente de los magis-
trados cum imperio, con la que podían practicar los castigos corporales e incluso 
la propia pena de muerte. No obstante, los fasces de C. Cartilius Poplicola no lle-
vaban el hacha, lo que parece corresponderse con una noticia de Cicerón en rela-
ción con los magistrados de la colonia mariana de Capua del 83 a. C., que tenían 
el título de praetores y no de IIviri, como era habitual en las colonias, además de 
que sus lictores no llevaban bacilla (“bastoncillos”, “varitas”), sino dos fasces, al 
igual que los pretores urbanos46. Por tanto, estos dos últimos testimonios de Ci-
cerón y de Ostia abogan a favor de la incapacidad de los magistrados municipa-
les para aplicar la pena capital. Así se ve confirmado en plena época imperial con 
las persecuciones a los cristianos, ya que los magistrados municipales se limita-
ban a arrestarlos, encarcelarlos y remitirlos al tribunal del gobernador provincial 
para que los juzgara y condenara a muerte47.

Otro argumento directamente relacionado con la iurisdictio y la responsabi-
lidad de los magistrados municipales de mantener el orden público consiste en 

43  Apul. met. 3.2.1. Siguiendo a Rodríguez Neila (2021: 81), estos magistrados pueden identificarse 
con los duunviros como sugieren su actuación en plural y la presencia de lictores, aunque el texto no in-
dica el título del cargo que ejercían estos individuos.

44  Apul. met. 9.41-42. Sobre el uso de los lictores y esclavos públicos para mantener el orden público 
vid. Nippel 1995: 12-16; 104-106; Tarel 2003: 216-219; Rodríguez Neila 2021: 112-114.

45  CIL VI, 29754 = EDR 074778.
46  Cic. leg. agr. 2.93. Pese a lo señalado, en el cipo funerario de un edil de la Galia Narbonense (CIL 

XII, 3273) aparece representado un hacha y dos gorros frigios que, según Lamoine (2003-2006: 6), se-
rían símbolos de la iurisdictio disfrutada por este magistrado, que pudo manumitir esclavos, así como 
recurrir quizás a la pena de muerte.

47  Sobre el tema vid. Tarel 2003: 178-188, que lleva a cabo un exhaustivo análisis de los martirios 
cristianos, ya que estos últimos proporcionan el mayor número de testimonios sobre la actividad policial 
de los magistrados municipales.
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la cuestión de si poseían o no imperium. En un pasaje de la lex de Gallia Cisal-
pina parece incluirse a los magistrados locales entre aquellas autoridades dota-
das de imperium48, aunque los testimonios más significativos se encuentran en la 
citada lex Coloniae Genetivae Iuliae. El capítulo 128 prescribe que “quienquiera 
que sea duunviro, edil o prefecto de la colonia Genetiva Iulia, durante su año de 
magistratura e imperium” debe encargarse de nombrar magistri para la admi-
nistración de los lugares sagrados, así como de organizar ludi circenses49. En 
el capítulo 18 se establecen la fecha para la celebración de comicios para la de-
signación de los magistrados de la colonia en las kalendae de enero, el procedi-
miento formulario por el que se legitima la creatio de los magistrados, así como 
el método por el que se atribuyen la potestas y el imperium a aquellos50. Por úl-
timo, el capítulo 103, aunque no lo menciona de manera explícita, se refiere cla-
ramente al imperium de los duunviros y prefectos iure dicundo por su capacidad 
de mando militar, ya que tenían derecho a conducir armados a los colonos e inco-
lae para defender el territorio de la ciudad. El fundamento para los duunviros de 
este imperium, es decir, de su potestad para comandar las levas de la colonia era 
la posesión de la iurisdictio, que también les habría permitido aplicar las correc-
tas medidas disciplinarias en caso de que fuera necesario. Esta función se con-
firma plenamente en el citado monumento funerario de C. Cartilius Poplicola en 
la Porta Marina de Ostia, puesto que en el friso aparecen representadas escenas 
bélicas en las que una figura, identificada probablemente con Poplicola, al frente 
de soldados de infantería y caballería se enfrenta a una escuadra naval enemiga, 
reflejada en el rostrum de un trirreme. Posiblemente, estos relieves se refieren 
al ataque marítimo de la flota de Sexto Pompeyo en la desembocadura del Tíber 
hacia el 39 a. C., episodio que habría afectado a Ostia y en el que Poplicola, en 
calidad de duunviro, habría tenido que movilizar a sus conciudadanos para de-
fender la colonia51. Por consiguiente, esta serie de testimonios parecen corrobo-
rar la atribución del imperium a los máximos magistrados locales, en adecuación 
a sus competencias relativas al ejercicio de protección y salvaguarda del orden 
público de la comunidad52.

En cualquier caso, conforme avanzaba la época imperial, se fue reduciendo 
la jurisdicción penal –al igual que otros ámbitos jurídicos– de los magistrados 

48  CIL I2, 592, col. I, l. 51. Cf. Crawford 1996: 474.
49  LCGI 128: II(vir) aed(ilis) pra(e)f(ectus) c(oloniae) G(enetivae) I(uliae) quicumque erit is suo 

quoque anno mag(istratu) / imperioq(ue)…
50  Vid. al respecto Caballos 2006: 278.
51  Meiggs 1973: 39-40; Zevi 2010: 111.
52  En este sentido, Caballos (2006: 292-293) sostiene que la atribución de imperium a los magistra-

dos superiores municipales sería la expresión del nivel máximo de autonomía alcanzado por las colonias 
y municipios romanos. De hecho, los planteamientos actuales sobre esta cuestión consienten el reconoci-
miento de un cierto grado de imperium a estas comunidades y sus autoridades, pues en los últimos años 
se ha matizado la concepción restrictiva del imperium como prerrogativa única de los (pro)magistrados 
romanos. Contra López Barja 1997: 61; Sisani 2014: 385-388.
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locales. En contraposición a lo visto en las leges libitinariae campanas, Ulpiano 
en el siglo III d. C. escribía que los magistrados municipales no podían some-
ter a tortura a un esclavo, aunque sí podían infligir castigos moderados53. Igual-
mente, con respecto a los esclavos fugados que fueran apresados, las autoridades 
municipales no tenían potestad para juzgarlos, sino que debían enviarlos al tribu-
nal del gobernador provincial o del procónsul54. Por tanto, los magistrados muni-
cipales terminaron cumpliendo básicamente unas mínimas funciones de policía, 
como por ejemplo el arresto de los delincuentes y fugitivos o la supervisión de las 
cárceles de la ciudad55. De igual modo, los duunviros debían vigilar la actividad 
de los collegia y asociaciones locales, así como impedir reuniones clandestinas, 
puesto que todos ellos podían desencadenar conjuras, subversiones y tumultos 
violentos56. En este sentido, debe entenderse la abolición de unos juegos gimnás-
ticos por parte de un tal Trebonio Rufo, amigo de Plinio el Joven y duunviro de 
la colonia de Vienna en la Narbonense, ya que estos espectáculos podrían haber 
sido la causa de varios disturbios anteriormente en la ciudad57. En suma, el jurista 
del siglo III d. C. Paulo dijo que lo único que podía hacer el magistrado munici-
pal con su imperium era el desempeño de la jurisdicción58.

En líneas generales, los magistrados municipales ejercieron esencialmente 
una jurisdicción privada, es decir, entre particulares, pero con límites monetarios 
fijados por ley, como hemos visto con anterioridad. Los casos más importantes 
fueron cursados en Italia al tribunal superior del pretor urbano en Roma, aunque 
esto suponía una desventaja con respecto a las provincias, que tenían mayor fa-
cilidad de acceso al procónsul o al legatus Augusti pro praetore para dirimir sus 
pleitos. Los ciudadanos de las regiones italianas más alejadas de la Vrbs no dispo-
nían de una autoridad judicial permanente a la que poder acudir con inmediatez. 
A fin de paliar este problema, primero Adriano estableció cuatro legati Augusti 
pro praetore en Italia, que más tarde serían abolidos por Antonino Pío59. Marco 
Aurelio creó la figura de los iuridici que, tomando como base la división regional 

53  Vlp. dig. 2.1.12.
54  Paul. dig. 11.4.4.
55  Dig. 9.2.29.7; 11.4.1.6; 47.2.52.12. Sobre las funciones de policía en general de los magistrados 

municipales vid. Tarel 2003: 173-179, 189-191, y para las cárceles municipales en particular vid. Pavón 
2003: 232.

56  Cf. Rodríguez Neila 2021: 111. Este control de los collegia y de las reuniones se prescribía en 
LCGI 106 y lex Irn. 74 que, sin embargo, no mencionan a los duunviros, pero, como deduce Tarel (2003: 
190), éstos debieron ser los responsables de velar por tal labor al ser la máxima autoridad municipal.

57  Plin. epist. 4.22.1. No obstante, este duunviro fue juzgado por esta decisión al acusársele de so-
brepasar los límites de su jurisdicción, aunque al final fue absuelto como relata la epístola de Plinio. 

58  Paul. dig. 50.1.26.
59  Como explica Eck (1999: 254-255), estos legati serían equiparables a los gobernadores provincia-

les, de ahí la posible razón de su eliminación por parte de Antonino Pío, que devolvió a Italia a su situa-
ción precedente con los magistrados locales y romanos como únicas autoridades judiciales. Esta medida 
adrianea podría haber ocasionado un cierto descontento en el Senado y entre las ciudades italianas que 
quedaban así equiparadas a las comunidades cívicas provinciales.
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augustea de Italia, intervinieron en aquellos litigios que quedaban fuera de la ju-
risdicción local, así como en las disputas intermunicipales60.

Como es lógico, este tipo de tareas judiciales apenas dejan rastro en la docu-
mentación epigráfica, procediendo la mayor parte de nuestra información de las 
leyes municipales conservadas61 o bien de compilaciones jurídicas imperiales como 
el Digesto. En Italia, los principales testimonios de estas actividades se encuentran 
en las tablillas de cera procedentes de Herculaneum, Pompeii y Puteoli. En estas 
últimas se atestiguan, por ejemplo, vadimonia, es decir, la promesa de compare-
cencia del demandado62; testationes sistendi, que eran los documentos en los que el 
querellante declaraba haberse presentado según lo acordado, pero el acusado no lo 
había hecho63; el acuerdo entre las partes de nombrar un juez y de presentarlo al ma-
gistrado jurisdicente (conventio de iudice addicendo)64; los interrogatorios del ma-
gistrado iure dicundo durante la fase in iure65; y el intertium, es decir, el comienzo 
de las vistas ante el juez (la fase apud iudicem)66. En cambio, sí se conocen varias 
inscripciones relativas a la imposición de multas (multae dictio) por parte de los 
magistrados municipales. Tanto los duunviros y cuatorviros iure dicundo como los 
ediles poseían este poder de coercitio para sancionar a todo aquel que infringiera la 
ley, pero es de los segundos de los que se conserva un mayor número de ejemplos67.

Para finalizar, los magistrados municipales superiores tenían también com-
petencias en materia de jurisdicción voluntaria, es decir, la no contenciosa, en la 
que no había litigio entre dos partes opuestas. Los actos judiciales más signifi-
cativos de esta modalidad fueron la manumisión, la adopción, la datio tutoris o 
la institución, apertura y lectura de testamentos68. Con respecto al primer caso, 
la legislación municipal flavia estipula que los particulares que desearan libe-
rar a un esclavo suyo debían hacerlo ante el IIvir iure dicundo, que autorizaba la 

60  Sobre las competencias de los iuridici vid. Simshäuser 1973: 242-253; Eck 1999: 265-275. Para las 
distintas circunscripciones judiciales de Italia y el perfil de los iuridici vid. Corbier 1973.

61  Por ejemplo, los capítulos 84 a 92 de la lex Irnitana tratan sobre la jurisdicción municipal con di-
versas cuestiones como los límites monetarios de las causas, el nombramiento de jueces y recuperado-
res, la comparecencia de los litigantes, o el calendario judicial. A pesar de que Irni era un municipio de 
derecho latino, sus habitantes procedieron entre sí siguiendo el derecho romano tal y como admite el ca-
pítulo 93 de dicha ley. Como señala Simshäuser (1989: 638), estos capítulos citados del estatuto irnitano 
siguen un orden lógico, pues muestran una estructura jerárquica basada en el inicio y el desarrollo de un 
proceso judicial que se dirige finalmente a la obtención de una sentencia.

62  EDR 080072; EDR 075466; EDR 080073; EDR 080074; EDR 078498; EDR 079329; EDR 080075; 
EDR 080076; EDR 080077; EDR 078518; EDR 078513; EDR 079309; EDR 080078; EDR 079308. Cf. Ca-
modeca 1999: TPSulp 1-12, 53-66.

63  EDR 080080; EDR 023018; EDR 078516. Cf. Camodeca 1999: TPSulp 16-18, 69-72.
64  EDR 076987. Cf. Camodeca 1999: TPSulp. 22, 75-78.
65  EDR 075345; EDR 076991; EDR 075551; EDR 078505. Cf. Camodeca 1999: TPSulp. 23-26, 79-87.
66  EDR 080081; EDR 075463. Cf. Camodeca 1999: TPSulp. 32-33, 100-102.
67  Marengo 1999: 81; Tarel 2003: 175-176. Sobre los delitos y sus pertinentes multas a raíz de la le-

gislación colonial y municipal vid. Pérez Zurita 2012: 304-313.
68  Una síntesis sobre la participación de los magistrados locales en la tramitación y ejecución de los 

testamentos vid. recientemente Pérez Zurita 2022: 132-134.
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libertas, así como que el manumitido disfrutara del derecho latino69. En cuanto a 
los esclavos públicos, los duunviros debían hacer la propuesta ante el ordo decu-
rionum, que aprobaba el acto si así lo decidían al menos dos partes de los decu-
riones presentes y si el servus publicus había depositado en el tesoro municipal la 
suma estipulada por el consejo. Entonces, el duunviro procedía a la manumisión, 
reconociéndose también el derecho latino al nuevo liberto. Todo este proceso 
legal de emancipación ante los magistrados jurisdicentes constituye la llamada 
manumissio vindicta70.

Como es lógico, al ser los municipios flavios de Hispania de derecho latino, 
los antiguos esclavos liberados en estas comunidades obtenían el ius Latii. En 
cambio, los ciudadanos romanos de estos lugares que quisieran manumitir a sus 
esclavos y que desearan que estos últimos consiguieran la civitas Romana debían 
acudir al gobernador de la provincia71. Sin embargo, en el caso de las colonias 
y municipios romanos varios autores han negado que sus magistrados tuvieran 
competencias para la manumisión de esclavos por los problemas que conllevaba 
la concesión de la ciudadanía romana. Por eso, y también sobre la base de al-
gunos pasajes del Digesto y de otros códices legislativos imperiales, estos in-
vestigadores afirman que las únicas autoridades capacitadas para ello eran los 
magistrados romanos cum imperio (el cónsul y el pretor), así como los goberna-
dores provinciales72.

Por nuestra parte, sin querer extendernos en demasía en este asunto, conside-
ramos que se debe tener en cuenta las diferencias jurídicas entre las comunidades 
cívicas romanas de las provincias y las de Italia. Esta última disfrutaba de un es-
tatus particular y privilegiado, y no se hallaba bajo la esfera de poder de un pro-
cónsul o legatus Augusti pro praetore como sucedía en las provincias, sino que 
su instancia judicial superior era el propio Senado y los magistrados de Roma. 
Es comprensible que el poder central quisiera ejercer un mayor control sobre el 
otorgamiento de la ciudadanía romana en las provincias y, por tanto, que los cives 
Romani de estos territorios tuvieran que acudir al gobernador para manumitir a 
sus esclavos porque tenían mayores facilidades de acceso al máximo mandatario 
provincial, que incluso visitaba de forma periódica varias ciudades de la provin-
cia en aras de hacer más alcanzable la administración de la justicia (los llamados 
conventus iuridici). En cambio, resulta difícil de creer en principio que todos los 
ciudadanos y comunidades cívicas romanos de Italia y, sobre todo, aquellos que 
procedían de regiones bastante alejadas como las del norte peninsular tuvieran 

69  Lex Salp.-Irn. 28.
70  Lex Irn. 72, cf. Luciani 2022: 226-228. Sobre la manumisión en general, así como otros posibles 

actos de liberación como la manumissio testamento o la manumissio censu vid. Langhammer 1973: 77-
81; López Barja 2007: 16-43.

71  Lamberti 1993: 54-55; López Barja 2007: 18-19.
72  Sobre esta problemática de la manumissio vindicta de los magistrados municipales vid. López 

Barja 2007: 16-20.
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que realizar un arduo y costoso viaje a la Vrbs a fin de poder liberar a sus escla-
vos privados y públicos. No obstante, como ya hemos señalado, es cierto que los 
ciudadanos romanos de Italia debían acudir hasta mediados del siglo II d. C. a 
Roma para dirimir los pleitos relevantes ante el tribunal del pretor urbano, por lo 
que no sería de extrañar que ocurriera lo mismo para la cuestión de la manumi-
sión de los esclavos si se deseaba que estos últimos obtuvieran la civitas Romana 
y no fueran latinos junianos73.

Pese a lo señalado, F. Luciani aporta varios argumentos a favor de que los 
magistrados de las colonias y municipios de Italia sí tenían potestad para manu-
mitir esclavos y que estos últimos recibían la ciudadanía romana, puesto que se 
documentan algunos libertos públicos que fueron Augustales y cuyos hijos fue-
ron luego magistrados municipales, lo que era incompatible para individuos que 
fuesen latinos junianos. Además, coincidimos con este autor en el hecho de que 
es bastante probable que los procedimientos de manumisión citados de Irni ha-
brían sido idénticos o muy similares al de una comunidad cívica de Italia, ya 
que los estatutos municipales flavios habían tenido como modelo las leyes lo-
cales de la península italiana74. Sin embargo, a pesar del estatus privilegiado de 
Italia, sigue resultando sorprendente que Roma reconociera a las colonias y mu-
nicipios italianos plena autonomía para emancipar a esclavos públicos y priva-
dos y, asimismo, no intentara ejercer ningún tipo de control en la extensión de la 
ciudadanía romana. Por eso, a nuestro juicio, pensamos que pudo darse una so-
lución intermedia: los magistrados jurisdicentes de las comunidades cívicas de 
Italia podrían haber manumitido esclavos según un proceder análogo al descrito 
en Irni, pero este acto no tendría validez legal hasta que el pretor urbano diera su 
aprobación, quien podría ser informado mediante el envío de una legatio a Roma 
por parte de los IIIIviri o IIviri iure dicundo, en la que estos últimos le solicita-
rían al pretor que confirmara la libertad de los esclavos emancipados y, en conse-
cuencia, les concediera la ciudadanía romana y los adscribiera a una de las tribus 
urbanas –presumiblemente, la Palatina, la circunscripción habitual de los liber-
tos–. Esta propuesta no resultaría nada extraña porque tendría su paralelo en el 
procedimiento prescrito en la tabula Heracleensis para el censo de los ciudada-
nos romanos en las colonias, municipios y prefecturas de Italia: una vez que los 
máximos magistrados locales hubieran registrado a todos los miembros de su 
comunidad, éstos tenían que remitir a través de legados los libros que recopila-
ban toda esa información al censor o a aquel que hiciera el censo en Roma, quien 
debía incorporar los asientos contenidos en dichos libros a las tabulae publicae 

73  Un testimonio a favor de ello sería una epístola de Plinio el Joven (epist. 7.16.3-4) a Calpurnio Fa-
bato, el abuelo de su esposa, en la que le sugiere que en su residencia de Ticinum en la Transpadana re-
cibiera a Calestrio Tirón, quien se encontraba de viaje hacia la Bética para asumir el gobierno de dicha 
provincia. El motivo de esta visita sería la manumisión de esclavos por vindicta por parte de Calestrio 
Tirón en calidad de procónsul, ya que Calpurnio Fabato sólo había reconocido la libertad de estos servi 
entre amigos (manumissio inter amicos).

74  Luciani 2022: 221, 229-230.
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de la Vrbs donde se custodiara el census populi romano75. Por consiguiente, una 
situación semejante se podría haber dado para la manumisión de esclavos por 
parte de los magistrados municipales, quienes podrían comunicar al final de su 
mandato esta acción al pretor urbano. Otra posibilidad bien factible sería quizás 
la de esperar al censo que los quinquenales elaboraban cada cinco años, puesto 
que éstos deberían inscribir a los nuevos libertos entre los ciudadanos de la co-
munidad y, por tanto, dar noticia de las manumisiones efectuadas durante el úl-
timo lustro cuando se enviaran los libros con los asientos censuales a la Vrbs, 
donde el magistrado competente debería dar su beneplácito para que se pudiera 
guardar esos registros en los archivos públicos de Roma.

Por otra parte, con respecto a los antiguos esclavos públicos, estos últimos 
tomaban de manera normal como gentilicio el nombre o uno de los apelativos de 
la ciudad que los liberaba76, o bien el nomen Publicius/Poblicius, derivado del 
adjetivo publicus debido a su anterior condición77. Asimismo, este proceso de 
manumisión de servi publici por parte de los magistrados jurisdicentes podría 
adquirir personalmente una mayor importancia para estos últimos. Los duunvi-
ros y cuatorviros iure dicundo, al igual que los ediles y cuestores, habrían tenido 
a su cargo un número determinado de esclavos públicos78, con los que podrían 
haber establecido una cierta relación durante el desempeño de sus cargos, vín-
culo que se formalizaría de manera definitiva cuando el propio magistrado pre-
sentara la proposición de manumisión del servus publicus ante el senado local. 
Así podría deducirse de una inscripción funeraria, procedente de la regio X (Ve-
netia et Histria), que fue dedicada por C. Publicius Anteros y L. Publicius Pe-
rennis a su patrono L. Horatius Longus, IIIIvir i. d. y tribunus de las cohortes 
vigilum de Roma. Como sugiere F. Luciani, entre estos personajes no habría una 
relación de patrono a libertos, sino de patrono a clientes, puesto que estos Pu-
blicii podrían haber sido liberados por L. Horatius durante el ejercicio de su 
cuatorvirato79.

75  Tab. Her. ll. 149-156.
76  Varro ling. 8.82-83. Por ejemplo, este sería el caso del magistrado C. Tiburtius C. f. Atticus  

(InscrIt. IV, 1, 200) y del pontifex Vokani P. Ostiensis Macedo (EDR 121608), que fueron descendientes 
de un liberto público de Tibur y Ostia, respectivamente.

77  Luciani 2017: 48; 2022: 221.
78  Así habría figurado en el perdido capítulo 18 de la lex Irnitana relativo a los duunviros porque el 

siguiente sobre los ediles sí asigna a estos últimos esclavos públicos que, al igual que LCGI 62, reciben 
el nombre de limocincti (cf. Weiß 2001). Esta denominación se debe a que éstos llevaban el limus que 
era una especie de faja o cinturón ancho que tenía bandas púrpuras transversales (Isid. orig. 19.33.4), un 
signo distintivo que les habría diferenciado del resto de esclavos. Una prueba indirecta de que los ma-
gistrados superiores tenían a su cargo esclavos públicos se hallaría en lex Irn. 78 al establecer que los 
duunviros en los cinco primeros días de su mandato debían proponer qué esclavos públicos debían en-
cargarse de cada gestión. Todo esto se confirmaría en el pedestal de una estatua dedicada a un caballero 
y cuatorviro de Verona por apparitores et limocincti tribunalis eius (CIL V, 3401). Sobre los limocincti y 
sus funciones al servicio de los magistrados y de la comunidad vid. Rodríguez Neila 1997: 221-226; Lu-
ciani 2022: 127-135.

79  AE 2015, 453. Luciani 2015: 259-260.
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Por último, sobre el resto de las acciones más destacadas de la jurisdicción 
voluntaria, tanto la legislación local como otras fuentes jurídicas reconocen a 
todos los magistrados municipales el derecho de nombrar tutores dentro del te-
rritorio de su comunidad80. Este acto podía llevarlo a cabo el duunviro en soli-
tario sin su colega, aunque precisaba de la aprobación del consejo decurional, 
según se observa en una tablilla herculanense81. Con respecto a la adopción, esta 
institución fue muy importante en la sociedad romana, especialmente entre los 
miembros de la élite, porque era un instrumento muy útil y, en varias ocasiones, 
imprescindible para las familias, a fin de continuar su estirpe o bien para mante-
ner su predominio político. En efecto, como dijo Cicerón, el derecho de adopción 
pertenecía a aquel que ya no podía tener hijos, siendo la sucesión del nombre, de 
la fortuna y del culto a los antepasados los únicos motivos legítimos para ejer-
cerlo82. Por esta razón, esta práctica no fue nada extraña para aquellos aristó-
cratas y clanes romanos y municipales que estaban faltos de herederos varones, 
además de que la adopción les podía servir también para incorporar grandes ta-
lentos a su gens, bien porque fueran hábiles políticos, bien porque supusiera una 
considerable inyección económica gracias a la fortuna del adoptado que, a su 
vez, conseguía unirse a una familia más prestigiosa. Por tanto, era normal que las 
adopciones se produjeran de manera habitual en la edad adulta, siendo un “pacto” 
beneficioso para ambas partes83. Así se puede observar en la colonia de Pompeya, 
donde varias gentes relevantes, como los Lucretii y los Alleii, tuvieron que recu-
rrir a este mecanismo para perseverar y conservar su destacada posición en la po-
lítica local84.

En conclusión, de toda esta serie de funciones que hemos visto a lo largo del 
presente trabajo se puede inferir dos ideas básicas. Primero, la iurisdictio fue una 
de las parcelas de poder más importantes que Roma concedió a sus colonias y 
municipios, pues, dentro de unos límites, permitió que los dirigentes de estos lu-
gares pudieran de manera autónoma realizar diversos actos jurídicos y aplicar el 
derecho romano en sus comunidades. Segundo, el ejercicio de la iurisdictio fue la 

80  Lex Salp.-Irn. 29; LCGI 109; Vlp. dig. 26.5.3.
81  EDR 121568. Cf. Camodeca 2017: TH2 D13 y TH2 88 + 58, 109-126. Sobre el tema vid. Lamberti 

1993: 57-64; Grelle 2006; Camodeca 2006-2007.
82  Cic. dom. 34-35.
83  Cf. Rodríguez Neila - Melchor 2001: 198-199. Como señalan estos últimos autores, la descenden-

cia masculina de los clanes aristocráticos municipales debió ser muy reducida, pues habitualmente sólo 
contarían con un número limitado de hijos varones para garantizar la continuidad del linaje y, al mismo 
tiempo, para evitar la fragmentación excesiva del patrimonio familiar que sustentaba la carrera política. 
Por tanto, en varias ocasiones debió darse el caso de sucesiones frustradas por la muerte prematura de 
los vástagos masculinos que dejaba sin herederos a una gens –salvo que quedara una hija, pero ésta se 
encontraba incapacitada para emprender un cursus honorum, a excepción de ciertos sacerdocios–, por 
lo que la adopción se convertía en el único recurso que podía permitir la pervivencia del linaje en la es-
fera pública municipal. Sobre el tema en particular de la adopción como estrategia política familiar  
vid. Corbier 1991: 63-76, esp. 74-76.

84  Franklin 2001: 199-200.
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principal atribución de los magistrados locales superiores porque las tareas vin-
culadas a ella formaban parte de la cotidianidad administrativa de la vida mu-
nicipal, como serían por ejemplo la investigación de las causas privadas que les 
llegaban por parte de los ciudadanos, la asignación de jueces para los procesos ci-
viles, la ejecución de las sentencias, los actos de jurisdicción voluntaria como el 
nombramiento de tutores o las manumisiones, etc.; por lo que no es de extrañar 
que la legislación municipal flavia cite de forma frecuente a los duunviros como 
qui iure dicundo praaerunt.

Aunque es cierto que la jurisdicción local era de carácter inferior y subor-
dinado con respecto al de las autoridades romanas del poder central (el pretor 
urbano y los gobernadores provinciales), ésta fue clave para la salvaguarda del 
orden público en las distintas ciudades que componían el Imperio. Así se aprecia 
claramente en un pasaje de la Metamorfosis de Apuleyo, donde los magistrados 
tuvieron que contener a todo el conjunto de la ciudadanía por la fuerte cólera que 
había despertado un horrible crimen:

Los magistrados se alarmaron ante el peligro que corrían. Y para 
que la naciente indignación no desembocara en revuelta y comprome-
tiera el orden y seguridad pública, algunos de ellos trataron de disuadir 
a los decuriones, mientras otros intentaban calmar al pueblo, para que se 
volviera al procedimiento judicial regular y se dictara una sentencia fun-
dada en el examen imparcial de las razones alegadas por ambas partes; 
no se podía condenar a nadie sin oírlo, como sucede en los pueblos sin ci-
vilización ni cultura o en regímenes despóticos85.

La convivencia en sociedad genera, por naturaleza, discrepancias y conflic-
tos y la administración de la justicia contribuye a la conclusión de esos enfrenta-
mientos y, por tanto, a la pacificación de la comunidad. Esta labor debía llevarse 
a cabo siguiendo un procedimiento determinado y reglado, como se deduce del 
texto de Apuleyo. En virtud de su iurisdictio e imperium, los magistrados locales 
superiores se encargaron de hacer respetar las leyes y de “declarar lo que es de-
recho”, es decir, ius dicere en aras no sólo de garantizar la armonía social, sino 
también de sostener el propio dominio que ejercía Roma sobre su vasto Impe-
rio. Por tanto, estos notables se erigieron como los líderes absolutos de sus colo-
nias y municipios al atender y resolver las necesidades judiciales y legales de sus 
conciudadanos86.

85  Apul. met. 10.6.4 (traducción de L. Rubio Fernández).
86  Sin embargo, esta justicia no estuvo exenta de problemas y no fue del todo imparcial como re-

vela, por ejemplo, la cuestión de la composición del album iudicum, puesto que estos jueces no tendrían 
fácil el dictamen de los casos al deber su nombramiento a la discreción de los magistrados jurisdicen-
tes y, además, al poder hallarse muy próximos a las personas que iban a juzgar, especialmente en mu-
nicipios pequeños como Irni. Vid. los comentarios de Jacques (1990: 144), Le Roux (1991: 112) y Tarel 
(2003: 172) sobre el tema.
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